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y de la paz social” 
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A - 157 
Procedimiento: Ejecutivo 
Demandantes: Nicolás de Jesús Pulgarín Miranda  

Demandados: Nhora Miranda de Múñoz 
Radicado Único Nacional: 05001 31 03 012 2020 00045 02 

Procedencia: Juzgado Treinta y Uno Civil Municipal para Conocimiento de 
Despachos Comisorios. 
Asunto: Confirma decisión apelada 

 

Medellín, veintinueve (29) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

ANTECEDENTES 

El Juzgado Doce Civil del Circuito, al interior del proceso con radicado 

050013103012 2020 00045 00, ordenó comisionar para llevar a cabo la 

diligencia de secuestro del derecho dominio que en un 50% tiene la 

demandada Nhora Miranda de Muñoz sobre el bien inmueble distinguido con 

matrícula 001-121527, de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 

Medellín, Zona Sur. Para tal fin se expidió el despacho comisorio 013 del 24 

de agosto de 2021, mismo que correspondió por reparto al Juzgado Treinta y 

Uno Civil Municipal para Conocimiento de Despachos Comisorios. El 1° de 

agosto de 2022, en desarrollo de la diligencia, la vocera judicial del señor 

Antonio José Zuluaga Castaño, quien dijo ser arrendatario del inmueble, se 

opuso al secuestro argumentando: 

 

«la  oposición tiene  dos  escenarios,  el  primer[o]... corresponde  a  

que mi representado es  un arrendatario de hace más de 20  años, en 

esa  parte  mi representado cuando inició la ocupación realizó todas las 

mejoras que tiene el citado inmueble, por lo tanto la oposición radica, 

la primera, que no debe hacer  parte  de  esta  diligencia  de  secuestro  

todas  las  mejoras que  se encuentran en el inmueble, como segundo 

el establecimiento de comercio no hace parte de esta diligencia de 



secuestro, por lo tanto no podrá el secuestre hacer uso de funciones 

sobre el establecimiento de comercio...cabe agregar que  con  respecto  

al  secuestro, como  bien  lo  dijo  el despacho, se  trata solamente  de 

un 50% y cabe agregar que  el otro 50% del  inmueble  como inmueble 

proindiviso lo tiene el arrendatario...mediante documento de venta de 

posesión que fue realizado a él...» y resaltó que el opositor es 

«arrendatario solo de un 50%, porque...adquirió la posesión del otro 

50%» 

 

El  juez  comisionado,  con fundamento  en  los  numerales segundo y primero 

de los artículos 596 y 309 del CGP, respectivamente, rechazó de plano la 

oposición, por considerar que es «ostensible la inviabilidad de la 

reclamación...en lo que guarda relación con en  el  50%  que  es  objeto  de 

medida cautelar...porque...el enterante opositor manifestó ser el arrendatario 

respecto  de  la  aquí  ejecutada... señora  Nhora  Miranda  de  Muñoz,  por  

lo tanto... es obvio... que la persona que aquí se opone es tenedor en 

nombre...» de la demandada. En lo que respecta al establecimiento de 

comercio precisó que el secuestro no comprendió mismo. Seguidamente se 

refirió a las mejoras y explicó que las realizadas por el enterante opositor 

accedieron al inmueble que en un 50% es objeto de secuestro, pero que tal 

situación deberá debatirse en otro escenario judicial.  

 

DE LA IMPUGNACIÓN 

La apoderada del opositor expresó su inconformidad y formuló recurso de 

reposición y en subsidio apelación arguyendo que «el único reparo… con la 

decisión es... con respecto a las mejoras, [porque su] representado no está 

de acuerdo con que las mejoras hagan parte de una accesión  al  inmueble,  

pues  de  acuerdo  al  código  general  del  proceso  las mejoras cuando son 

en comunidad corresponden al comunero que las realizó es el temor que tiene 

mi representado que un momento dado de avalúo del bien inmueble...se 

incluyan las mejoras que fueron realizadas por él...» 

 

El juzgado, para proveer respecto al recurso de reposición explicó que «la 

decisión que está siendo objeto de reproche ... es la inclusión de las mejoras 

dentro de la identificación y descripción del bien inmueble sobre el cual se 



está practicando esta diligencia respecto del 50%...». Indicó que lo 

relacionado con la definición de la calidad de comunero del opositor «escapa 

a los canales de la discusión que se ventila en este escenario judicial...» y «en 

lo que guarda relación con las mejoras  realizadas, como  fueron  realizadas  

en  el  marco  de  un  contrato  de arrendamiento deben  ventilarse  

eventualmente  cuando  se  dirima  dicha relación tenencial sobre el bien 

inmueble, pero como... se dijo...al momento de desatar la oposición... dichas 

mejoras escapan al escenario propio de esta diligencia judicial...». Luego de 

negarse el recurso de apelación y concedérsele el de queja, que conoció este 

Tribunal, mediante auto del 7 de septiembre corriente se estimó 

indebidamente denegada la alzada y se admitió la misma. 

 

Para resolver se exponen las siguientes 

 

CONSIDERACIONES PARA EL CASO CONCRETO 

Anticipadamente se observa que el recurso de apelación formulado por la 

mandataria judicial del señor Antonio José Zuluaga Castaño carece de 

vocación prosperidad, porque al examinar los reparos en los cuales se erige 

se concluye sin asomo de duda que al tercero aludido no le es dable oponerse 

al secuestro y que los cuestionamientos vinculados a las mejoras que alega 

tener sobre el bien afectado no es procedente dilucidarlos en el marco de una 

diligencia de secuestro. Obsérvese:  

 

(i) El artículo 596 del CGP delimita las reglas que rigen las oposiciones al 

secuestro y establece en su numeral 2 que «a las oposiciones se aplicará 

en lo pertinente lo dispuesto en relación con la diligencia de entrega» esto 

es las prescripciones contenidas en el artículo 309 ibídem. 

 

El numeral 1° del artículo 309 reza: «El juez rechazará de plano la 

oposición a la entrega formulada por persona contra quien produzca 

efectos la sentencia, o por quien sea tenedor a nombre de aquella.» 

 

Ahora bien, la oposición que dedujo el señor Zuluaga Castaño deriva de 

la condición bifronte que afirmó tener sobre el bien inmueble con 



matrícula 001-121527, al obrar, según explicó, como arrendatario 

de un 50% y como poseedor del 50% restante. No obstante, para 

los fines que interesan al secuestro, es preciso aclarar que la cautela 

solo versó sobre el 50% que manifestó tener el opositor en calidad 

de arrendatario de la demandada Nhora Miranda de Muñoz, por lo 

que siendo aquel tenedor en nombre de la demandada le estaría 

vedado oponerse al secuestro. Siendo así, indefectiblemente ha de 

concluirse que ningún desacierto se encuentra en que el juez a quo 

haya decidido rechazar de plano la oposición mencionada, porque 

aflora con suficiencia que ésta proviene de persona que es tenedor 

a nombre de la aquí convocada por pasiva, respecto de quien se 

verán reflejados los efectos de la sentencia que ulteriormente se 

dicte.  

 

(ii) En lo que atañe a las mejoras que adujo el opositor haber realizado sobre 

el inmueble, y que constituye una reclamación que igualmente 

demeritó el juez de primer grado, la suscrita magistrada considera 

que la diligencia de secuestro ciertamente no es el espacio destinado 

para que el juez comisionado resuelva sobre aspectos que 

desbordan su competencia y que deben ser ventilados ante el juez 

natural, por los medios legalmente instituidos y donde se garantizará 

en mayor medida los derechos de defensa y contradicción de 

quienes podrían tener intereses en disputa. 

 

Bajo ese contexto, como atinadamente lo explicó el juez, y ahora se 

comparte por este despacho, será en el proceso donde se discuta la 

relación de tenencia que vincula al opositor y a la señora Nhora 

Miranda de Muñoz que se proveerá sobre el reconocimiento de las 

mejoras que hayan sido efectuadas por el opositor. De ese modo, la 

medida cautelar de secuestro que recae sobre una alícuota de 

dominio que tiene la señora Miranda de Muñoz en el inmueble con 

matrícula 001-121527, no puede escindirse para excluir las mejoras 

introducidas, como lo pretende el opositor. Primero porque ello 

implicaría esclarecer circunstancias referentes a la accesión, lo cual 



excedería los límites de la competencia del comisionado, así como 

los fines atinentes a la diligencia del secuestro y, segundo, porque 

la medida cautelar recae sobre el dominio que tiene la demandada, 

derecho real que a su vez se refleja sobre la totalidad del inmueble 

y no sobre una parcialidad especifica que debiese determinar 

materialmente el comisionado, las partes o los terceros.  

 

Por las razones antedichas los reparos en los que se erige la apelación no 

tienen la potencialidad de instar la revocación de la providencia analizada. En 

consecuencia, y sin necesidad de más consideraciones, se confirmará la 

decisión de primera instancia. 

 

RESUELVE 

 

ÚNICO. CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Treinta y Uno Civil 

Municipal para Conocimiento de Despachos Comisorios el 1° de agosto de 

2022. Sin condena en costas en esta instancia por no aparecer causadas. 

 

NOTIFÍQUESE 

  

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 

 


